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Delito: Falsedad material en documento público

Acusado: MABM
Asunto: Confirma sentencia de primera instancia

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
FALSEDAD EN DOCUMENTO PÚBLICO / LIBERTAD PROBATORIA / PERMITIR DEMOSTRAR LA FALSEDAD AUNQUE NO SE HAYA ALLEGADO EL ORIGINAL DEL DOCUMENTO ADUCIDO COMO FALSO, SI CON OTRAS PRUEBAS SE DEMOSTRÓ SU CARÁCTER ESPURIO.
De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, para emitir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también en cuanto a la responsabilidad de la persona involucrada, el cual debe tener soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio. (…)
En este caso el recurrente discute la materialidad de la conducta endilgada a MABM por cuanto no fue aducida como prueba en el juicio el elemento físico en original, es decir la licencia falsa que portaba el señor MABM, prueba que en su criterio constituía la base de la investigación, toda vez que de ese documento sobrevino el acta de incautación y el dictamen del  perito documentólogo.

Por ello, la parte sustancial de su argumentación se centró en la vulneración de los principios de inmediación de la prueba y de contradicción, toda vez que consideró que la evidencia hallada en poder del encartado no fue debidamente incorporada al juicio, sino que el conocimiento sobre la misma se fundamentó en el testimonio de un agente captor, la fotocopia del documento espurio y un dictamen cuyas conclusiones fueron objeto de estipulación, evidencias que no debieron ser tenidas en cuenta para el fallo al no presentarse la licencia que le fue decomisada al procesado.

Para el efecto se debe manifestar que durante el juicio se estableció claramente la existencia de la licencia de conducción presentada el día de los hechos por el acusado, lo cual se acreditó con el acta de incautación de elementos , con la copia del citado documento  y finalmente con el informe de investigador de laboratorio FPJ-13 del 2 de febrero de 2015 , este último que al ser estipulado conduce a generar el grado de certeza respecto de la falsedad del documento, con base en lo cual se inició la investigación en contra del señor MABM.

En ese sentido se debe tener en cuenta que el fallo rebatido se fundamentó, en lo que tiene que ver el objeto de la controversia, en la regla de la libertad probatoria de que trata el artículo 373 del CPP, en el entendido que la juez de primer grado consideró que si bien durante el juicio no se presentó la licencia espuria que le fue decomisada al procesado, si se demostró su falsedad a través de diferentes pruebas practicadas en el juicio oral…
Por último debe decirse que el recurrente pretende que se aplique la cláusula de exclusión respecto de las pruebas recaudadas en juicio por tratarse de evidencias o pruebas derivadas de la prueba primaria que no se introdujo al juicio. (…)

… concluye la Sala que no existe fundamento alguno para aplicar la exclusión probatoria de los EMP introducidos al juicio si se tiene en cuenta que no fue atacada la ilegalidad o ilicitud de las mismas, máxime si la delegada del Ministerio Público que intervino en la audiencia preparatoria no formuló ninguna solicitud en ese sentido.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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	Radicación
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	Sentenciado 
	MABM

	Delito
	Falsedad material en documento público 

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Risaralda)

	Asunto a decidir 
	Recurso de apelación contra sentencia del 21 de marzo de 2017


1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el representante del Ministerio Público contra la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual se condenó al señor MABM como autor responsable del delito de falsedad material en documento público.
2. ANTECEDENTES
2.1 El supuesto fáctico del escrito de acusación es el siguiente: 

“El 2 de febrero de 2015, aproximadamente a las 9:05 horas, se encontraban miembros de la policía Nacional ubicados en el Km.24+300 metros de la vía que de este municipio conduce a Armenia, hicieron la señal de pare a vehículo tipo motocicleta, conducida por MABM, a quien se le solicita documentos de la moto y personales, entre los cuales entrega la Licencia de conducción a su nombre con Nro. 76001000-11802777-4, la cual presenta inconsistencias  que no son características de este tipo de documento, motivo por el cual es capturado. 

La Licencia de conducción presentada por MABM es sometida a peritaje, el cual arroja que la misma NO PRESENTA características de autenticidad físicas externas visibles que identifican a las licencias de conducción que circulan en el territorio Nacional (...)” 
2.2 El 3 de febrero de 2015 el Juzgado Quinto Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira (Risaralda), celebró las audiencias preliminares de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento. En ese acto la delegada de la FGN le comunicó cargos al señor MABM por el delito de uso de documento falso – artículo 291 inciso 2º del C.P., en calidad de autor (Fls. 5-6). 
2.3 La audiencia de formulación de acusación se celebró el 5 de febrero de 2016
. El 21 de junio de ese mismo año se llevó a cabo la audiencia preparatoria
. La audiencia de juicio oral se adelantó el 21 de marzo de 2017
 y a su término se anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio. La sentencia se profirió el 27 de marzo de 2017
 y en ella, en consonancia con el sentido del fallo anunciado se decidió condenar al señor MABM por la conducta de falsedad material en documento público – artículo 287 del CP.
3. IDENTIDAD DEL PROCESADO

Se trata de MABM, se identifica con la cédula de ciudadanía número 1.037.613.385 expedida en Pereira (Risaralda), nació el 22 de agosto de 1990 en la misma ciudad, es hijo de Liliana y Miller Sergio, con décimo grado de instrucción (Fls 4-5 – cuaderno de pruebas). 
4. SOBRE LA DECISIÓN RECURRIDA
4.1 Los fundamentos del fallo de primer grado, en lo que es objeto de recurso se pueden sintetizar así: 

· Con el testimonio del PT Jhon Favio Ruiz Montenegro la FGN probó que en la mañana del 2 de febrero de 2015, cuando se encontraba en sus labores como policía de tránsito y transporte con su compañero subintendente Carlos Valencia Osorio, en el kilómetro 24+300 metros de la vía Pereira Armenia, al solicitarle a MABM sus documentos cuando transitaba por dicho sector en una motocicleta, el acusado le entregó una licencia de conducción carente de las características de originalidad, por lo que consultó la página del Ministerio de Transporte, donde sólo le aparecía al señor MABM una licencia de cuarta categoría vencida. Agregó que en el RUNT no hay licencia de conducción a nombre del incriminado y que en el  SIMIT le aparecían varias multas por infracciones de tránsito, por lo que procedió a su captura.
· Los informes de las consultas que hizo el PT Ruiz prueban que efectivamente el acusado no ha tramitado licencia para conducir motocicletas, ya que la única que está registrada, expedida por la Secretaria de Transporte y Tránsito de Envigado de fecha 25 de junio de 2009, categoría 4 y que está vencida de acuerdo al RUNT, es para conducir carros.
· El acta de la incautación de la licencia de conducción categoría A2, Nro. 76001000-11802777-4, con fecha de expedición 10 de junio de 2013 y vencimiento 10 de junio de 2023, a nombre de MABM, está signada, además del PT Ruiz, por el acusado. 
· Al juicio fue aducida una fotocopia de la licencia de conducción antes citada, la cual fue tomada por el mismo uniformado que intervino en el procedimiento de captura.
· Con el dictamen del perito en documentología Yeison Edisson Gómez Quesada, documento que fue aducido al juicio como estipulación probatoria, se concluyó luego de los estudios realizados, que el soporte de la licencia de conducción Nro. 76001000-11802777-4 a nombre de MABM no presenta las características de autenticidad físicas externas visibles que identifican a las licencias de conducción que circulan en el territorio nacional.

· No comparte el concepto del representante del Ministerio Público, respecto a que no se probó la materialidad de la conducta, al no haber sido aducida en el juicio como prueba la licencia de conducción incautada, la que denominó “evidencia madre”, con lo que según ese delegado se conculcó el principio de la inmediación, ya que con una fotocopia no se subsana la falencia, por lo que se ha afectado la regla de la mejor evidencia contenida en el artículo 433 CPP, cuya excepción se consagra en el 434 de la misma norma.

· Quedó probado sin dubitación que el acusado le exhibió al PT Ruiz Montenegro una licencia de conducción espuria, para pretender hacerle creer que estaba autorizado para tripular la motocicleta en la que se transportaba en la mañana del 2 de febrero de 2015, pues aun cuando no pude negarse que la aducción del original de la licencia de conducción había sido una prueba conducente y pertinente, que habría reforzado y ratificado las debatidas en el juicio, también es cierto que su no introducción no es indicativa de que no se hubiera demostrado la ocurrencia de la conducta punible, pues la falsedad de la licencia de conducción si se presentó en el mundo real, y así quedó establecido en el juicio, la cual se conoció en el juicio por medio de la fotocopia introducida, de la que el citado PT dijo que fue él quien la tomó del documento que incautó, que no es otro que el que se exhibió en el juicio, copia que de acuerdo con el artículo 246 del Código General del Proceso, al que se acude por remisión del artículo 25 del Código de Procedimiento Penal, que establece el principio de integración, tiene el mismo valor probatorio del original, ya que no se tachó de falsa en el debate probatorio. 
· Además, el perito documentólogo con absoluta precisión consignó en su dictamen que hizo un análisis físico directo, individual, detallado y pormenorizado sobre la  licencia de conducción 76001000-11802777-4, y con fundamento en ello dictaminó que no presenta las características de autenticidad físicas externas visibles que identifican a las licencias de conducción que circulan en el territorio nacional, lo que indica, sin temor a equívocos,  que efectivamente el señor MABM falsificó la licencia de conducción categoría A2.

· Existen pruebas como el testimonio del PT Ruiz; el dictamen del perito documentólogo; los informes de las consultas a las páginas del Ministerio del Transporte, el RUNT y SIMIT y la fotocopia de la licencia de conducción falsa autenticada por quien la obtuvo, que fueron debatidas en el juicio y no fueron tachadas de falsas, por lo cual no hay razón para excluirlas, ya que la licencia de conducción no corrió con esa suerte, pues no fue aducida físicamente, más si a través de las pruebas referidas.

· La regla de la mejor evidencia no es absoluta, ya que en el proceso penal opera el principio de libertad probatoria, según el artículo 373 del CPP, y en este caso pese a que la FGN no introdujo el original de la licencia ilegítima que portaba el procesado, no existen dudas sobre su falsificación, ya que esa regla no tiene que ver con la ilegalidad de la prueba, sino su poder de convicción, por tratarse de una circunstancia de valor probatorio. Así lo ha referido la SP de la CSJ, que ha sostenido que no se debe confundir con la existencia de evidencia única, porque por otros medios puede demostrarse lo que probaría la misma (sentencia del 21 de febrero de 2007 radicado 25.920, MP Javier Zapata Ortiz).
· Quedó claro que el documento apócrifo tenía los nombres y apellidos del acusado, su cédula de ciudadanía, su tipo de sangre y su fotografía, por lo cual el señor MABM tuvo que haber concurrido a su falsificación. Y el documento espurio no constituye una falsificación burda ya que se requirió que el PT Ruiz no solo usara ayudas XXXX sino que debiera consultar las páginas del RUNT y el Ministerio de Transporte para verificar que no era un documento auténtico. 
· En conclusión, al evidenciar que estaban reunidos los requisitos exigidos por el artículo 381 del CPP  de acuerdo a las pruebas debatidas en el juicio oral, se dictó sentencia condenatoria en contra del procesado como responsable del delito de falsedad material en documento público.

4.2 Al hacer el ejercicio de dosificación punitiva la juez de conocimiento le impuso al señor MABM a la pena principal de 48 meses de prisión como autor responsable del delito mencionado, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término. Se le reconoció al procesado el subrogado de la condena de ejecución condicional
.
4.3 La decisión fue recurrida por el representante del Ministerio Público.
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO

5.1 representante Ministerio Público (Recurrente)
Su intervención se puede sintetizar así:

· El delegado de la  FGN no introdujo al juicio oral el documento tachado de falso, y esa EF se sustituyó con el testimonio del miembro de la Policía Nacional que practicó el procedimiento de captura y presunto hallazgo del elemento material probatorio, fotocopias simples del señalado documento y finalmente con la base de opinión pericial que fue estipulada por las partes, medios de conocimiento derivados de la obtención de la evidencia gestora o que sólo se explican por razón de su hallazgo.
· Por lo tanto controvirtió la demostración de la materialidad de la conducta punible únicamente con la evidencia hallada al parecer en poder del acusado y cuyo descubrimiento, enunciación, solicitud, práctica e incorporación al juicio se echó de menos, ya que esa evidencia como medio de conocimiento autónomo ha debido descubrirse, anunciarse, solicitarse su aducción y luego incorporarse en el respectivo juicio oral, en razón del principio de inmediación (art. 16 CPP), y lo dispuesto por el artículo 379 ídem.
· La a quo argumentó que para demostrar la materialidad de la conducta punible, el ordenamiento jurídico procesal penal permite acudir al criterio de la libertad probatoria y no una tarifa legal de pruebas, y por ello expuso que de acuerdo al artículo 373 del CPP, “los hechos y circunstancias de interés para la solución correcta, se podrán probar por cualquier de los medios establecidos en este código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole lo derechos humanos”, dejando de lado que la licencia de conducción tildada de espuria no es un hecho ni una circunstancia, sino el elemento que probatoriamente materializa la conducta descrita en el artículo 287 del C. Penal y que torna la conducta en típica desde el punto de vista objetivo.
· El problema jurídico que se plantea es si, ¿en este evento en particular, cuando no se descubrió, ni se anunció, tampoco se adujo, ni mucho menos se incorporó la evidencia que era la licencia de conducción falsa, con aquellos medios con que se sustituyó esa evidencia física permiten, desde las ópticas constitucional y legal y sin que el principio de la inmediación resulte sacrificado, construir el ingrediente objetivo del tipo penal en términos de la materialidad del tipo penal atribuido o si por el contrario, en eventos de esta naturaleza, donde la Fiscalía omite descubrir, anunciar, solicitar, aducir e incorporar la evidencia física soporte de la acusación, la prueba resultante o que sólo se explica su existencia en razón de la evidencia primaria, debe sufrir el rigor de considerarla ilegal o inexistente de puro derecho, esto es, se aplica la misma fórmula de la exclusión?.

· En esta oportunidad no se trata de echar de menos finalmente la falta de incorporación de la licencia de conducción redargüida de falsa, si no se deja de lado que nunca se descubrió, de suerte que si la FGN lo hubiera intentado hacer se imponía su rechazo. El verdadero problema reside en que nunca se hizo mención a esta evidencia, que era el objeto material incautado, del que se hizo referencia en el informe policivo suscrito por los miembros de la fuerza pública que practicaron el procedimiento, fue el tema de los documentos incorporados, y en último lugar sirvió de base como evidencia para que se llevara a juicio una base de opinión pericial y junto con ella el testimonio del perito.
· Existen evidencias físicas que por ministerio de la ley y sólo por excepción no requieren de su exhibición e incorporación en el juicio oral; se trata, a vía de ejemplo, de los macro elementos probatorios (artículos 256 y 266 del CPP), donde ciertamente son reemplazados por fijaciones fotográficas; igual sucede con los cadáveres, los cuales son sustituidos por la necropsia de rigor (art. 214 Ib.); se suma a ellos los explosivos, los estupefacientes y las evidencias relacionadas con marcas y patentes (art. 87 Ib.), pero no sucede lo mismo con los denominados micro elementos probatorios, esto es, los objetos o evidencias de mínimo tamaño, que ostenta el carácter de elemento material probatorio o evidencia física a la luz del artículo 275 literal 2) Ib.; y en el caso sub examen, no debe olvidarse que la licencia falsa es la evidencia que dio vida jurídica a la existencia de la conducta punible investigada, por lo cual se imponía que fuera descubierta e incorporada como evidencia.

· Citó CSJ SP del 21 de febrero de 2007, radicado 25920 , y CSJ SP del 8 de noviembre de 2007, radicado 26411, sobre el tema de la introducción de EMP al proceso a través del testigo de acreditación, lo mismo que una decisión de la Sala Penal del TS de Armenia, relacionada con la violación del artículo 365 del CP, donde se hizo hincapié en la necesidad de que se hubiera solicitado como prueba el arma incautada, y ese EMP se hubiera llevado al juicio para que los agentes que lo incautaron declararan sobre el procedimiento que se llevó a cabo para incautar ese elemento, a efectos de garantizar el derecho a la contradicción de la prueba. 

· En este caso la actuación del delegado de la FGN desconoció las reglas o formas propias de cada juicio como faceta del debido proceso, que se que se traducen en principios tales como el de contradicción (art. 15  CPP), el de inmediación (art. 16 CPP) ya que el juez no tuvo en frente el elemento material del delito, y el de “exclusión de evidencia” (art. 23 Ib.), ya que por analogía “In bonam partem”, las consecuencias de una evidencia excluida deben ser las mismas de una evidencia no incorporada, no sólo en lo que respecta a su marginamiento como tal, sino al efecto que conlleva, es decir, que no podrán apreciarse tampoco aquellas que sean consecuencia de la evidencia excluida o no incorporada o aquellas que sólo pueden explicarse en razón de su existencia y el principio de publicidad.
· Pese a que se requiere el conocimiento más allá de toda duda acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado, fundado en las pruebas debatidas en el juicio (art. 381 Ib.), en esta oportunidad el Juez de primera instancia basó su fallo en el tema de la libertad probatoria, señalando como superflua e innecesaria la incorporación como prueba de la licencia falsificada, lo que no se podía suplir con el principio de libertad probatoria, en atención al principio de necesidad de prueba que opera en materia de responsabilidad penal.

· Por lo tanto solicitó revocar el fallo recurrido y dictar uno de naturaleza absolutoria. 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Competencia:

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 .Problema jurídico a resolver 
En atención a la argumentación del Procurador 290 Judicial I Penal, se debe resolver lo concerniente al grado de acierto de la decisión de primera instancia, donde se dictó sentencia condenatoria contra el procesado MABM…, como responsable del delito de Falsedad material en documento público (artículo 287 del C.P.), por considerarse que se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP.

6.3 De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, para emitir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también en cuanto a la responsabilidad de la persona involucrada, el cual debe tener soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio. En atención a lo dispuesto en esa norma se hacen las siguientes consideraciones sobre el fallo impugnado:

6.3. En primer lugar, hay que manifestar que la FGN había presentado acusación contra el señor MABM por el tipo de “Uso de documento falso” (artículo 291 CP) con la causal de agravación que contempla el inciso 2º de esa norma: “Si la conducta recae sobre documentos relacionados con medios motorizados“
. La conducta fue subsumida en los mismos términos en la audiencia de formulación de acusación
. 
6.3.1 Sin embargo, según el acta de la sesión del juicio oral del 21 de marzo de 2017, el delegado de la FGN solicitó que se dictara sentencia en contra del acusado, pero por el delito de falsedad material en documento público 
, petición que fue acogida en el fallo de primera instancia.

6.4 Ya en lo que atañe a la decisión objeto del recurso, se hacen las siguientes consideraciones:

6.4.1 Con el testimonio entregado por el patrullero Jhon Ruiz Montenegro se comprobó que el señor MABM fue detenido el 2 de febrero de 2015 en un puesto de control de la Policía de Tránsito y Transporte, ya que al hacerle una señal de “pare” y solicitarle sus documentos este voluntariamente exhibió una licencia de conducción, la cual, según la experiencia de los policiales, no presentaba las características de las licencias originales, por lo cual lo privaron de su libertad y procedieron a solicitar los servicios de un perito documentólogo, quien les confirmó que ese documento era falso.
6.4.2 Durante el juicio igualmente se acreditó que ese documento (licencia de conducción No. 76001000-11802777-4 expedida a nombre de MABM): “NO PRESENTA características de autenticidad físicas externas visibles que identifican a las Licencias de Conducción que circulan en el Territorio Nacional”. Para el efecto se introdujo dictamen del perito SI Yeison Edisson Gómez Quesada, técnico profesional en documentología y grafología forense, que fue estipulado como elemento material probatorio
, en el cual se llegó a la conclusión antedicha. De manera que se resalta que las conclusiones de ese dictamen, lejos de ser refutadas o controvertido por la defensa fueron admitidas como un hecho cierto, en virtud de ese pacto probatorio.
6.4.3 Como se expuso anteriormente, con el testimonio del PT Ruiz Montenegro, se comprobó que al momento de ser requerido por este oficial, el señor MABM circulaba conduciendo una motocicleta con un documento falsificado que lo acreditaba como una persona autorizada para realizar esa actividad, lo que se comprobó al examinarlo con una lupa, situación que fue corroborada con la prueba pericial antes referida. 
6.4.4 En este caso el recurrente discute la materialidad de la conducta endilgada a MABM por cuanto no fue aducida como prueba en el juicio el elemento físico en original, es decir la licencia falsa que portaba el señor MABM, prueba que en su criterio constituía la base de la investigación, toda vez que de ese documento sobrevino el acta de incautación y el dictamen del  perito documentólogo.

6.4.5 Por ello, la parte sustancial de su argumentación se centró en la vulneración de los principios de inmediación de la prueba y de contradicción, toda vez que consideró que la evidencia hallada en poder del encartado no fue debidamente incorporada al juicio, sino que el conocimiento sobre la misma se fundamentó en el testimonio de un agente captor, la fotocopia del documento espurio y un dictamen cuyas conclusiones fueron objeto de estipulación, evidencias que no debieron ser tenidas en cuenta para el fallo al no presentarse la licencia que le fue decomisada al procesado.
6.4.6 Para el efecto se debe manifestar que durante el juicio se estableció claramente la existencia de la licencia de conducción presentada el día de los hechos por el acusado, lo cual se acreditó con el acta de incautación de elementos
, con la copia del citado documento
 y finalmente con el informe de investigador de laboratorio FPJ-13 del 2 de febrero de 2015
, este último que al ser estipulado conduce a generar el grado de certeza respecto de la falsedad del documento, con base en lo cual se inició la investigación en contra del señor MABM.

6.4.7 En ese sentido se debe tener en cuenta que el fallo rebatido se fundamentó, en lo que tiene que ver el objeto de la controversia, en la regla de la libertad probatoria de que trata el artículo 373 del CPP, en el entendido que la juez de primer grado consideró que si bien durante el juicio no se presentó la licencia espuria que le fue decomisada al procesado, si se demostró su falsedad a través de diferentes pruebas practicadas en el juicio oral, como el testimonio del PT Ruiz Montenegro, el dictamen del perito documentólogo, los informes de las consultas a las páginas del Ministerio de Transporte, el RUNT, el SIMIT y la fotocopia de la licencia de conducción falsa. 
Así mismo refirió que la regla de la mejor evidencia del artículo 433 CPP no tenía carácter absoluto, en virtud del principio de libertad probatoria, siguiendo lo expuesto en CSJ SP del 21 de febrero de 2007, radicado 25.920.
6.4.8 En ese sentido se debe manifestar que de acuerdo a esa providencia que fue citada en el fallo de primera instancia: i) pese a que la mejor evidencia es el original de un documento, nada obsta para que lo que dice ese escrito se pueda demostrar a través de otros medios como fotocopias, fotos o por vía testimonial; ii) la regla de mejor evidencia no se relaciona con la legalidad de la prueba, sino con su poder suasorio; y iii) cuando ha habido un proceso de descubrimiento probatorio normal, y la parte contra la cual se aduce un documento lo conoce con antelación, su silencio sobre la presentación de esa copia puede tomarse como una aceptación de la misma.

6.4.9 Con referencia a lo anteriormente expuesto, es claro que según el acta de la audiencia de formulación de acusación celebrada el 5 de febrero de 2016, la delegada de la FGN enunció como prueba la siguiente: “Informe de investigador de laboratorio fechado 2 de febrero de 2015, suscrito por investigador en documentología”
, y que esa evidencia fue relacionada en los mismos términos en la audiencia preparatoria
 sin objeción de la defensa.

Esa prueba corresponde precisamente al informe estipulado entre la FGN y la defensa, suscrito por el SI. Yeisson Edison Gómez Quesada, 
en el cual se concluyó lo siguiente: “el soporte de la licencia de conducción Nro 76001000-118027724-4 a nombre de MABM NO PRESENTA características de autenticidad físicas externas visibles que identifican a las Licencias de Conducción que circulan en el territorio nacional”. 

6.4.10 En consecuencia se debe responder al censor que si bien en el decurso del juicio no fue incorporada en original la que él denominó “prueba madre”, consistente en el EMP incautado al acusado y que dio origen a la investigación de la FGN, lo cierto es que de la prueba estipulada se deduce claramente que el perito examinó una: “licencia de conducción perteneciente a la SECRETARIA DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE CALI”, que se entiende fue la que le decomisó el PT Ruiz Montenegro al acusado, al advertir que era falsa y que ese hecho resultó acreditado con los demás elementos de prueba, de modo que no resulta válido afirmar que sin la licencia de tránsito espuria que portaba el señor MABM carecían de validez las demás pruebas arrimadas al juicio, en especial el dictamen pericial que fue estipulado, pacto que indica que las partes no discutieron la existencia del documento ni la falsedad del mismo.
6.4.11 Por lo tanto se considera que la juez de primer grado acertó al valorar la prueba aducida contra el procesado invocando el criterio de la libertad probatoria en el sistema acusatorio penal, según el cual los hechos y circunstancias que interesan al proceso pueden demostrarse a través de cualquier medio de prueba previsto en la ley siempre que cumpla con las exigencias de legalidad y licitud, toda vez que la tarifa legal solo está prevista en sentido negativo mediante la prohibición de fundar una sentencia condenatoria exclusivamente en prueba de referencia (Art. 381 CPP). 
6.4.12 Sobre el tema se cita lo expuesto en la doctrina pertinente así
: 

“La Ley 906 de 2004 no modifica el precepto básico de libertad probatoria, a cuyo amparo tanto el objeto central del proceso, como los accesorios al mismo, pueden probarse por cualquier medio suasorio legal y que no viole los derechos humanos (Art. 373 CP).

(…)

En conclusión, la libertad en la escogencia de los medios de prueba es una facultad que debe ejercerse en el marco de los requisitos constitucionales y legales de cada medio probatorio; requisitos que no constituyen formalismos carentes de contenido, sino la forma como se regulan las garantías judiciales mínimas del procesado y, en general, el debido proceso, como expresiones básicas de la judicialización en un sistema democrático
.
Por ejemplo, (i) si la parte pretende fundamentar su pretensión en evidencias físicas, debe demostrar que el elemento es lo que propone según su teoría del caso
, sin perjuicio de los demás requisitos establecidos para esos medios de prueba; (ii) si la parte se inclina por la prueba testimonial, debe tener en cuenta, entre otros aspectos, que por regla general los testigos deben comparecer al juicio oral y que, por tanto, la admisión de la prueba de referencia es excepcional; etcétera.

En virtud del principio de libertad probatoria (Art. 373 CPP) es posible sustentar la teoría del caso con “prueba directa” (entendida como la que tiene un vínculo inmediato con el hecho jurídicamente relevante: por ejemplo, el testimonio de quien vio disparar, secuestrar, etc.), a través de “indicios” o a través de inferencias razonables
”. (Subrayado fuera del texto original).
6.4.13 Frente a otra de las críticas del censor que se fundamenta en que el documento no es un hecho o circunstancia por lo cual no puede acreditarse con otras pruebas más que el mismo, que en este caso vendría a ser la licencia de tránsito incautada al señor MABM, debe manifestarse que lo que se pretendía probar en el proceso era la existencia y características de falsedad del documento que portaba el procesado, hecho que fue debidamente verificado en la actuación con la prueba estipulada y la que se presentó en el juicio. 
6.4.14 Por último debe decirse que el recurrente pretende que se aplique la cláusula de exclusión respecto de las pruebas recaudadas en juicio por tratarse de evidencias o pruebas derivadas de la prueba primaria que no se introdujo al juicio.

Al respecto se tiene que la cláusula de exclusión es un principio rector y garantía procesal contenida en el artículo 23 del CPP, que prevé la exclusión de la prueba obtenida con violación de las garantías fundamentales así como las que sean consecuencia de aquella. En tal sentido la doctrina en análisis de las sentencias SU-159 de 2002 y C-591 de 2005 de la Corte Constitucional definió que las funciones de la citada disposición son las siguientes: i) Disuasión: No acudir a medios arbitrarios e ilegales para recaudar material probatorio o evidencia física; ii) Protección: integridad y reputación del sistema judicial; iii) Garantía: cumplimiento de las formas procesales; iv) Aseguramiento: que la prueba existente en el proceso puede conducir válidamente a la verdad; y, v) Reparadora: de la arbitrariedad cometida en contra del procesado en la consecución del elemento probatorio.

De esa manera concluye la Sala que no existe fundamento alguno para aplicar la exclusión probatoria de los EMP introducidos al juicio si se tiene en cuenta que no fue atacada la ilegalidad o ilicitud de las mismas, máxime si la delegada del Ministerio Público que intervino en la audiencia preparatoria no formuló ninguna solicitud en ese sentido.

6.4.15 En consecuencia la prueba practicada lleva a concluir que resultan controvertibles los argumentos del recurrente, en el sentido de que no se acreditó la materialidad de la conducta por la cual la FGN acusó al señor MABM, como autor del punible de falsedad material en documento público 
6.4.16 Por lo tanto esta Sala considera que la prueba practicada en el juicio oral demuestra que el señor MABM actuó con conocimiento de que llevaba consigo una licencia de conducción falsa, lo cual se comprobó con el estudio del perito forense, cuyo análisis permitió concluir que se trataba de un documento público espurio porque no presentaba las características de autenticidad de las licencias que circulan en el territorio nacional y que con el mismo, el acusado pretendió acreditar ante la Policía de Tránsito que estaba autorizado para conducir motocicletas, con lo cual se demostraron los componentes de orden cognoscitivo y volitivo que conforman la conducta dolosa, según la definición del artículo 22 del C.P., lo que lleva a esta Sala a confirmar la decisión de primera instancia. 
6.5 Consideración adicional

En aplicación del principio de limitación de la segunda instancia, la Sala no hará ningún pronunciamiento sobre la pena impuesta al procesado, ya que ese acápite del fallo no fue objeto de impugnación.  
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira el 21 de marzo de 2017, en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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